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(art. 17, LCT); j)  la gratuidad en los procedimientos 
judiciales o administrativos derivados de la aplica-
ción de las leyes laborales o convenciones colectivas 
de trabajo y la imposibilidad de afectar la vivienda 
de la persona trabajadora al pago de costas (art. 20, 
LCT); k) la presunción de la existencia de un contrato 
de trabajo prevista en el art. 23, primer párrafo, por el 
solo “hecho de la prestación de servicios”.

Todas estas reglas legales son de necesaria conside-
ración y tienen un alcance especí�co que no debe ser 
obviado. Cabe señalar que la ley 27.742 no ha intro-
ducido modi�cación a su respecto, razón por la cual 
dichas reglas se encuentran plenamente vigentes, 
con los amplios alcances que ha señalado la doctrina 
durante las cinco décadas transcurridas, y estimamos 
que deben ser tomadas como guía del camino a tran-
sitar.

IV. En resumen

-Reconocemos en la actualidad en nuestro país un 
sólido plexo normativo protector del trabajo, dentro 
del cual la Ley de Contrato de Trabajo es entendida 
como la principal reglamentación del mandato pro-
tectorio superior referido a una relación individual 
de quien presta un servicio dependiente a cambio de 
una remuneración.

-Las modi�caciones recientemente introducidas 
por la ley 27.742 al texto de la Ley de Contrato de Tra-
bajo, en rigor, no alteran aspectos básicos de la regu-
lación laboral de nuestro país, pese a que se insertan 
en una ley que ha sido denominada “de bases”. Sin 
perjuicio de ello, matizan en modo diverso la �gura 
típica en que se basa la protección reglamentada por 
la Ley de Contrato de Trabajo.

-La ley 27.742 exhibe una necesidad legislativa de 
dejar expuesta en la Ley de Contrato de Trabajo la di-
ferenciación entre contratos laborales y no laborales; 
e intenta promover la formalización de ciertas con-
trataciones previstas en el Código Civil y Comercial, 
aunque este intento pueda resultar estéril o —en mu-
chos casos— al margen de la legalidad por aplicación 
de los arts. 14 y 21 de la LCT.

-El segundo párrafo del art. 23, LCT, introducido 
por la ley 27.742 aporta una variable más al razona-
miento de la autoridad que tenga la misión de cali�-
car una relación contractual, que no obsta a que las 
situaciones queden �nalmente resueltas por la pri-
macía de la realidad si son objeto de conocimiento y 
decisión judicial.

-La �gura del trabajador independiente con colabo-
radores está diseñada para situaciones en la que esté 
ausente la relación de subordinación o dependencia 
y, por lo tanto, deberían aplicarse las reglas vigentes 
a efectos de determinar su encuadramiento como 
situación de excepción. Desde esa perspectiva, el 
correcto encuadramiento en dicha �gura dependerá 
de la clara y concluyente existencia de una relación 
autónoma, pues la propia adjetivación doctrinal de 
diversos tipos de subordinación (técnica, jurídica o 
económica) recogida por la norma se elaboró sobre 
la base de que esos tipos no se evalúan aislados ni se 
presentan con carácter absoluto.

-Encontramos, en cuanto a la protección del tra-
bajo subordinado en nuestro país, verdaderas ideas 
de base en el histórico contexto normativo confor-
mado por la Ley de Contrato de Trabajo y el nutrido 
ordenamiento infraconstitucional restante. En sus 
primeros artículos, esta Ley prevé claras reglas que 
resultan aplicables, tal como la doctrina y la juris-
prudencia prácticamente unánime lo reconocieron 
a lo largo de décadas, a toda clase de empleo de-
pendiente.

-En dicho cuerpo normativo se expresan tres 
bases o ejes fundamentales como expresión del 
mandato constitucional: el primero es el carácter 
humano de quien trabaja y que requiere la nece-
saria protección de los derechos implicados en 
ese carácter humano; el segundo es el concepto de 
subordinación o dependencia, el que constituye la 
puerta de entrada a la protección del derecho del 
trabajo y sobre el cual consideramos que hay mu-
cho por hacer para atender nuevas realidades —a 
veces difíciles de encuadrar en categorías elabora-
das históricamente para una generalidad— abrien-
do el camino de una consideración plural hacia los 

“contratos” de trabajo; y el tercer eje está dado por 
todas aquellas herramientas que, una vez estable-
cida la relación contractual laboral, el ordenamien-
to prevé para resguardar los derechos de quien in-
viste en esa relación la situación de vulnerabilidad 
negocial.

-El ingreso al ámbito de protección previsto, dise-
ñado y enmarcado en la Ley de Contrato de Trabajo 
supone un vínculo de subordinación o dependencia, 
que en lo concreto y principal se materializa en la aje-
nidad de la persona trabajadora respecto de lo que 
produce u obtiene con su labor, y un poder de man-
do o dirección en cabeza del empleador respecto del 
tipo, modo y valor de la tarea realizada.

-Los límites de lo que pueda válidamente pactarse 
o no pactarse en ejercicio de los respectivos roles de 
persona trabajadora/organización empleadora son, 
precisamente, los que de�ne el legislador al atender 
el mandato superior de protección del contratante 
negocialmente vulnerable.

-En el plano normativo hay mucho por hacer —de 
cara a nuevas reformas— para atender nuevas rea-
lidades laborales (donde la subordinación o depen-
dencia presentan matices de difícil elucidación), 
abriendo el camino de una consideración plu-
ral —desde el contrato típico— hacia los “contratos” 
de trabajo; ello mediante regulaciones especiales 
que preserven el valor nuclear de la regulación típica 
protectora de aquella vulnerabilidad y la completen 
adecuadamente.

-La Ley de Contrato de Trabajo también contiene 
diversas herramientas concretas para resguardar el 
orden público laboral en orden a la vulnerabilidad 
negocial de la persona trabajadora, las que se encuen-
tran plenamente vigentes y con amplios alcances, tal 
como ha apreciado la doctrina durante las décadas 
transcurridas, y estimamos que deben ser tomadas 
como guía del camino a transitar, aun después de la 
sanción de la ley 27.742.
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La Ley de Bases y Puntos de Partida para la Libertad 
de los Argentinos 27.742 reconoce y reivindica la �gura 
de la autonomía e independencia bajo contratos cele-
brados de acuerdo con alguna de las �guras previstas 
en el Código Civil y Comercial de la Nación, en la me-
dida que se cumplan ciertos requisitos y condiciones.

Ello se encuentra claramente plasmado en la refor-
ma que la ley 27.742 ha introducido a la ley 20.744 de 
Contrato de Trabajo (LCT), especialmente:

(i) al incluir en el art. 2º el inc. d), que excluye del 
ámbito de aplicación de la LCT a las contrataciones 
de obra, servicios, agencia y todas las reguladas en el 
Código Civil y Comercial;

(ii) al incluir en el art. 23 el segundo párrafo que ex-
cluye la aplicación de la presunción de la existencia 
de un contrato de trabajo, cuando la relación se trata 
de contrataciones de obras o de servicios profesiona-
les o de o�cios y se emitan los recibos o facturas co-
rrespondientes a dichas formas de contratación o el 
pago se realice conforme los sistemas bancarios de-
terminados por la reglamentación correspondiente. 
La reforma expresamente aclara que la ausencia de 
presunción se extiende a todos los efectos, incluso a 
la seguridad social; y

(iii) la incorporación de la �gura del colaborador 
independiente con hasta tres colaboradores.

A ello se deben sumar dos disposiciones que re-
sultan, a nuestro entender, de suma relevancia para 
completar el análisis que determina y con�rma la 
intención de la reforma de la ley 27.742 en reconocer 
transversalmente la validez de la prestación de servi-
cios en forma autónoma y circunscribir su valoración 
a la Justicia del Trabajo, reconociendo en ella la com-
petencia natural, única y original en la materia.

Especí�camente nos referimos en este caso a las 
modi�caciones introducidas por la ley 27.742:

(i)  al art. 15, LCT, por vía de la derogación —en-
tre otras disposiciones— del art. 44 de la ley 25.345 
(art. 99, ley 27.742), tal como ya lo había dispuesto 
su antecesor, el Decreto de Necesidad y Urgencia 
70/2023. En efecto, en su redacción actual y luego de 
la referida reforma, el artículo bajo análisis expresa: 
“Los acuerdos transaccionales, conciliatorios o libe-
ratorios solo serán válidos cuando se realicen con in-
tervención de la autoridad judicial o administrativa, 
y mediare resolución fundada de cualquiera de estas 
que acredite que mediante tales actos se ha alcanza-
do una justa composición de los derechos e intereses 
de las partes”; y

(ii) la incorporación como art. 7º quater a la Ley 
Nacional de Empleo 24.013 de la disposición que 
circunscribe el deber de información a la autoridad 
encargada de la recaudación de la seguridad social 
al supuesto de sentencia �rme y consentida que de-
termine la existencia de una relación de empleo no Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
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registrada, deduciéndose de la deuda que determine 
el organismo recaudador, los componentes ya ingre-
sados conforme al régimen de que se trate (art. 85. 
ley 27.742).

En el primer párrafo incorporado al art. 15, LCT, por 
el art. 44 de la denominada Ley Antievasión 25.345, 
hoy derogado, se establecía que si una o ambas par-
tes pretendieren que no se encuentran alcanzadas 
por las normas que establecen la obligación de pagar 
o retener los aportes con destino a los organismos de 
la seguridad social, la autoridad administrativa o ju-
dicial interviniente debía remitir las actuaciones a la 
entonces Administración Federal de Ingresos Públi-
cos con el objeto de que estableciera si existían obli-
gaciones omitidas y procediera en su consecuencia. 
Lo propio disponía, si de las constancias disponibles 
surgieren indicios de que el trabajador afectado no se 
encontraba regularmente registrado o de que hubiera 
sido registrado tardíamente o con indicación de una 
remuneración inferior a la realmente percibida o de 
que no se han ingresado parcial o totalmente aquellos 
aportes y contribuciones. En el presente análisis solo 
nos referiremos al supuesto mencionado en el primer 
párrafo, es decir, a aquellos supuestos donde no se re-
conoce la existencia de un contrato de trabajo.

Aclaraba el antes citado derogado art. 44 en su últi-
mo párrafo que la homologación administrativa o ju-
dicial de los acuerdos conciliatorios, transaccionales 
o liberatorios otorga la autoridad de cosa juzgada en-
tre las partes que los hubieren celebrado, pero no les 
hará oponibles a los organismos encargados de la re-
caudación de los aportes, contribuciones y demás co-
tizaciones destinados a los sistemas de la seguridad 
social, en cuanto se re�era a la cali�cación de la na-
turaleza de los vínculos habidos entre las partes y a la 
exigibilidad de las obligaciones que de esos vínculos 
se deriven para con los sistemas de seguridad social.

El decreto 146/2001 (BO 13/02/2001) —reglamen-
tario del artículo en cuestión— disponía, por su parte, 
la modalidad mediante la cual la autoridad adminis-
trativa del trabajo debía dar cumplimiento a lo pres-
cripto en dicho artículo, circunstancia que —como es 
de público conocimiento— no pudo cumplirse en la 
práctica.

En este mismo orden de ideas, la ley 27.742 dero-
gó las disposiciones del art. 11, ley 24.013, así como 
el art. 47 de la ley 25.345, que habían introducido un 
requisito adicional para la procedencia de las multas 
previstas en los arts. 8, 9, 10 y 15, ley 24.013: la remi-
sión a la entonces Administración Federal de Ingre-
sos Públicos (AFIP) de una copia del requerimiento 
cursado al empleador.

En síntesis, a través de todo ese conjunto de nor-
mas derogadas, entre otras, se otorgaba facultades y 
competencias al organismo recaudador para analizar 
y dictaminar sobre la naturaleza de una relación con-
tractual simplemente considerando una pretensión 
de parte plasmada en un intercambio telegrá�co o, 
en el mejor de los casos, indicios.

Es que, en cualquier supuesto previo al dictado de 
una sentencia judicial por autoridad competente, 
que se encuentre �rme y consentida por las partes, y 
en particular en aquellos casos donde esto último no 

ocurrirá, por haber las partes arribado a un acuerdo 
conciliatorio y transaccional en sede administrativa 
o, incluso, judicial, no existen elementos que per-
mitan concluir sobre la existencia de un contrato de 
trabajo.

Si no está expresamente reconocida por las partes 
la existencia de un contrato de trabajo y estas, en si-
tuación de con�icto, decidieran conciliar sus posicio-
nes sin reconocer hechos ni derechos, la facultad que 
otorgaba la normativa hoy derogada a los organismos 
recaudadores, claramente excedía la competencia de 
estos últimos, quienes podían en su accionar, incluso, 
afectar garantías de índole constitucional y principios 
básicos de nuestro derecho sustancial.

La transacción es un acto jurídico bilateral median-
te el cual las partes, en el caso con asistencia letrada, 
se hacen concesiones recíprocas a �n de extinguir 
obligaciones litigiosas o dudosas (arts. 1641 a 1646, 
Cód. Civ. y Com.).

Cuando el acuerdo transaccional es homologado, 
su consecuencia directa y principal es que tiene au-
toridad de cosa juzgada.

No parece jurídicamente admisible que por vía de 
una decisión administrativa o judicial pueda tenerse 
por con�gurado un contrato de trabajo respecto de 
cuya existencia las propias partes dejaron plasmadas 
sus dudas, discrepancias y desacuerdos en un acto 
transaccional (de naturaleza contractual) que extin-
gue los derechos y obligaciones que pudieran emer-
ger de la relación controvertida (1)..

Tal como señala Miguel A. Pirolo (conf. Breves con-
sideraciones acerca del último párrafo del art. 15 de la 
LCT, modi�cado por ley 25.345): “Una vez homolo-
gado el acuerdo conciliatorio y transaccional, no co-
rresponde ponderar los supuestos contrafácticos que 
se habrían producido de no haber mediado concilia-
ción. Tampoco parece lógica ni jurídicamente acep-
table que la ausencia de certeza (acerca de la existen-
cia de un derecho) que está en la esencia misma de 
la transacción pueda quedar desvirtuada a través de 
una ‘cali�cación’ que determine, heterónomamente, 
que las partes estuvieron unidas por un determina-
do vínculo contractual. De lo contrario, de admitir-
se que, con posterioridad a la homologación de un 
acuerdo conciliatorio —en el marco de una contro-
versia acerca de la existencia, o no, de un contrato de 
trabajo— la autoridad administrativa o judicial pueda 
determinar que existió un vínculo de naturaleza labo-
ral, dejaría abierta la posibilidad de que se solicitara 
la nulidad de todo acto homologatorio.

Como bien destaca en su obra el citado autor, re-
sulta al menos de muy dudosa constitucionalidad 
que un tercero ajeno a una relación —en el caso, el 
organismo �scal— pretenda que se le reconozca una 
determinada naturaleza jurídica, cuando las propias 
partes —cuya autonomía individual tiene aptitud ex-
cluyente para establecerla— han celebrado una tran-
sacción que tiene sustento en el ‘desacuerdo’ de sus 
voluntades acerca de la existencia de aquel vínculo, 
imponiéndoles a aquellas, forzosamente, las conse-
cuencias de una relación cuya existencia no fue re-
conocida y que, quizás, ninguna de ellas ha querido 
establecer” (2).

La sola circunstancia de que se invoque la exis-
tencia de un contrato de trabajo no implica necesa-
riamente que este vínculo haya existido, porque, así 
como son muchos los casos en que efectivamente se 
dan las notas características de una relación de de-
pendencia, son muchos otros los casos en que, a pe-
sar de esa invocación, el proceso judicial �naliza con 
el dictado de una sentencia que tiene por no acredita-
da la con�guración de un contrato de trabajo.

Es claro que en supuestos donde las partes han resuel-
to arribar a una conciliación o transacción, por supues-
to, sin que exista un vicio en la voluntad, el organismo 
recaudador no puede someter a revisión la naturaleza 
del vínculo habido en procura de determinar un cargo 
por aportes y contribuciones a la seguridad social.

Mas aún. En aquellos casos donde no ha existido 
una transacción o conciliación y se cuestiona la natu-

LA LEY A.I.  
(Análisis Inteligente)

by TR + Microsoft Copilot

¿Cuáles son los 5 puntos principales de esta doctrina?

1. La ley 27.742 reconoce y reivindica la �gura de 
la autonomía e independencia bajo contratos celebra-
dos de acuerdo con alguna de las �guras previstas en 
el Código Civil y Comercial de la Nación.

2. La reforma en su art. 2º el inc. d) excluye del ámbi-
to de aplicación de la Ley de Contrato de Trabajo a las 
contrataciones de obra, servicios, agencia y todas las 
reguladas en el Código Civil y Comercial.

3. La reforma en su art. 23, segundo párrafo, excluye la 
aplicación de la presunción de la existencia de un contra-
to de trabajo cuando la relación consiste en  contratacio-
nes de obras, de servicios profesionales o de o�cios.

4. El art. 15, LCT en su redacción actual y luego de 
la reforma expresa: “Los acuerdos transaccionales, 
conciliatorios o liberatorios solo serán válidos cuando 
se realicen con intervención de la autoridad judicial 
o administrativa, y mediare resolución fundada de 
cualquiera de estas que acredite que mediante tales 
actos se ha alcanzado una justa composición de los 
derechos e intereses de las partes”.

5. La ley 27.742 introduce modi�caciones adicionales 
al art. 7º quater de la Ley Nacional de Empleo 24.013, 
circunscribiendo el deber de información a la autoridad 
encargada de la recaudación de la seguridad social.

¿Dónde encontrar más información en línea sobre 
el tema?

Ley 27742 - Reforma Laboral. Ley de Bases y Puntos 
de Partida para la Libertad de los Argentinos

Artículo de Deloitte sobre el  Título IV y Título V de la ley 
27.742, donde se aborda a la Promoción del Empleo Re-
gistrado y a la Modernización Laboral, respectivamente.

Ley de Bases: qué puntos contempla la reforma labo-
ral que se aprobó en el Congreso

Artículo de IProfesional sobre la reforma de la Ley 
de Contrato de Trabajo en materia de Despidos e in-
demnizaciones.

(1) LLAMBÍAS, Jorge J., “Tratado de derecho civil”, t. III, p. 120.

(2) PIROLO, Miguel A., conf. “Breves consideraciones acerca del 

último párrafo del artículo 15 de la LCT (modificado por ley 25.345)”, 

Ed. Astrea.
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SUMARIO: I.Introducción. — II. Antecedentes. — III. El texto actual del art. 29 LCT. — IV. Conclusiones.

I.Introducción

El artículo que comentamos ha sido recientemente 
modi�cado por el art. 90 de la ley 27.742, publicada 
en el Boletín O�cial el día 8/07/2024. A través de este 
cambio se redujo la responsabilidad solidaridad que 
preveía la legislación modi�cada.

La responsabilidad solidaria es uno de los pilares 
del derecho del trabajo y el viejo art. 29 era un claro 
ejemplo de ello, siendo una derivación del principio 
protectorio, ya que a través de ella se intenta evitar 

el fraude en perjuicio del trabajador con la interpo-
sición por parte del verdadero empleador de un in-
termediario insolvente que �gurara como supuesto 
empleador.

Es dable destacar que, además del mencionado 
fraude, esta situación va en contra de realidad fáctica 
del vínculo, por lo que esta maniobra también vulne-
ra otro principio del derecho del trabajo, como es el 
principio de la primacía de la realidad.

Es decir, el derecho del trabajo en busca de la pro-
tección del trabajador frente al empleador acudía, por 
medio de este artículo, a dos mecanismos, el instituto 
de la solidaridad y el principio de la realidad, siendo 

este último debilitado a través de la última reforma 
introducida al artículo que comentados.

En este comentario realizaremos un repaso sobre 
las modi�caciones que fue sufriendo este artículo a 
lo largo del tiempo; cómo ha sido interpretado por la 
doctrina y la jurisprudencia la versión anterior y algu-
nas preguntas y re�exiones que nos hacemos sobre la 
actual redacción.

II. Antecedentes

Una práctica común en las relaciones del trabajo 
fue la de hacer �gurar como empleador a una per-
sona que se interponía entre quien requería trabajo 

raleza del vínculo, la competencia para determinarlo 
es resorte natural y eminentemente privativo de la 
Justicia del Trabajo [art. 20, ley 18.345 (3) y; 2 de la 
Ley 15.057].

Frente a este principio general, resulta al menos 
cuestionable que el organismo recaudador, con base 
en presunciones e indicadores mínimos presuntivos, 
pueda determinar de o�cio aportes y contribuciones 
al Régimen de la Seguridad Social.

Es claro que, como sostiene la doctrina, en un 
acuerdo conciliatorio arribado ante el Servicio de 
Conciliación Laboral Obligatorio (SECLO) no puede 
haber constancias que constituyan elementos para 
determinar la existencia de registración irregular, 
máxime cuando el trabajador formaliza su reclamo 
en un formulario tipo, en el que consigna en forma 
sintética su petición. Por lo demás, cabe recordar 
que la Cámara Nacional de Apelaciones del Traba-
jo en el plenario 49 (4), sentó la siguiente doctrina: 
“las partes en las conciliaciones pueden imputar a 
rubros sobre los que no deben efectuarse aportes 
jubilatorios sumas mayores a las reclamadas en la 
demanda” (5).

Con las hoy derogadas presunciones normativas se 
encontraba invertida la carga de la prueba, habilitán-
dose ante un acuerdo conciliatorio y transaccional 
a un funcionario �scal a que, con la simple consta-
tación —aun circunstancial y en apariencia— de la 
prestación personal de una tarea o servicio, se presu-
ma la existencia de una relación laboral.

De este modo, el Fisco Nacional —sin necesidad de 
fundamentación ni prueba alguna y ante la existen-
cia de meras presunciones— estaba en condiciones 
de concluir que existía un contrato de trabajo sujeto 
a contribuir con los recursos de la seguridad social.

La necesidad de �nanciar el Sistema Único de la 
Seguridad Social no debe llegar al extremo de desco-
nocer la competencia de la Justicia del Trabajo, el or-

den público laboral ni el principio de la autonomía de 
la voluntad que rige en las relaciones privadas, dado 
que, de lo contrario, se afectarían derechos constitu-
cionales de la garantía de defensa en juicio y al debi-
do proceso.

Es que las determinaciones de pretendidas deudas, 
sin necesidad de contar con un procedimiento previo 
que otorgue sustento probatorio concreto, consisten-
te y concordante, y sin que exista limitación alguna a 
la autoridad �scalizadora, habilitó la formulación de 
cargos en forma dogmática, mecánica y automática, 
sin la debida sustanciación.

Admitir la cali�cación de una relación laboral por 
parte de esa repartición con fundamentos en deter-
minaciones de o�cio efectuadas sobre base presunta 
implica violentar los principios constitucionales de 
inocencia y de defensa en juicio.

A los efectos de cali�car la naturaleza de una pres-
tación, deben existir pruebas concretas, consistentes 
y fehacientes susceptibles de esclarecer la verdad 
material, que es el �n último al que todo órgano re-
gulador debe propender. Ello es solo viable a través 
de un proceso de conocimiento desarrollado ante la 
autoridad judicial competente, que —en el caso— no 
es otra que la Justicia del Trabajo.

En ese sentido se ha pronunciado la jurispruden-
cia del fuero de la Seguridad Social y la Justicia del 
Trabajo. Las presunciones —hoy derogadas— facul-
taban al organismo �scal a concluir que cualquier 
prestación personal constituía un contrato de traba-
jo a los �nes de la seguridad social, a�rmación que 
no ha tenido en cuenta que, en rigor, quien determi-
na la existencia, o no, de un contrato o relación de 
trabajo es el juez laboral natural y no el Fisco cuyas 
funciones exclusivamente recaudatorias son indis-
cutidas (6).

En de�nitiva, la naturaleza del servicio o tarea que 
presta un individuo es una cuestión de hecho y prue-

ba, de resorte exclusivo de la Justicia del Trabajo. Lo 
contrario genera una situación de clara inseguridad 
jurídica, suma incertidumbre y absoluta falta de cer-
teza, susceptibles de causar un grave perjuicio, ade-
más de un exceso de competencia.

En tal sentido se ha pronunciado la jurisprudencia 
del fuero laboral y de la seguridad social (7). En todos 
estos casos se dispuso la revocación de la pretensión 
previsional sobre la sentencia dictada por la Justicia 
del Trabajo que había considerado que no hubo re-
lación de dependencia, ordenando dejar sin efecto el 
cargo previsional.

En de�nitiva, son los jueces laborales quienes, por 
la especialidad propia de la materia, tienen la compe-
tencia para determinar la existencia o inexistencia de 
un contrato de trabajo.

La reforma introducida por la ley 27.742 representa 
un cambio sustancial en la interpretación y aplica-
ción de las normas laborales y de seguridad social 
en la Argentina, rea�rmando la autonomía de la vo-
luntad en las relaciones contractuales y delimitando 
con claridad la competencia judicial para la determi-
nación de la naturaleza de los vínculos laborales. Al 
derogar las presunciones normativas que habilitaban 
la intervención de o�cio del organismo recaudador y 
al circunscribir la valoración de la existencia de una 
relación laboral a la justicia del trabajo, se fortalece 
el principio de seguridad jurídica y se resguardan ga-
rantías constitucionales fundamentales, como la de-
fensa en juicio y el debido proceso.

La Justicia del Trabajo, como órgano natural y ex-
clusivo en la materia, se consolida como el ámbito 
idóneo para resolver las controversias sobre la na-
turaleza de los vínculos laborales, garantizando así 
la correcta aplicación de los principios que rigen el 
derecho del trabajo en nuestro país.
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